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Sobre:  

Daños y Perjuicios 

Panel integrado por su presidente, el Juez Ramírez Nazario, el Juez 
Candelaria Rosa y el Juez Pagán Ocasio1  

 
Ramírez Nazario, Erik Juan, Juez Ponente 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 24 de enero de 2020. 

Comparecen la señora Lucy Jinet Cordero Vega y el señor José 

A. Colón Carbó (demandantes o apelantes) y nos solicitan que 

revoquemos la Sentencia dictada el 26 de septiembre de 2019 por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de Ponce (TPI), y notificada el 

30 de septiembre de 2019. Mediante el referido dictamen, el TPI 

declaró Ha Lugar la solicitud de sentencia sumaria presentada por 

la parte demandada y determinó que la causa de acción estaba 

prescrita.  

Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

revocamos la Sentencia apelada. 

I. 

El 17 de septiembre de 2018, la señora Lucy Jinet Cordero 

Vega y el señor José A. Colón Carbó presentaron una Demanda de 

daños y perjuicios en contra del señor Andrés Rivera Martínez, su 

esposa y la Sociedad Legal de Gananciales compuesta entre ellos, 

 
1 Mediante la Orden Administrativa TA 2020-004 se designa al Hon. Ángel R. 

Pagán Ocasio en sustitución del Hon. Miguel P. Cancio Bigas, quien se acogió al 

retiro el 31 de diciembre de 2019.   
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además de otros de nombre desconocido (conjuntamente 

demandados o apelados). Las alegaciones de la Demanda tenían 

origen en un accidente vehicular ocurrido el 15 de septiembre de 

2017. Luego de varios trámites procesales, el 11 de enero de 2019, 

la parte demandada presentó una Moción de Sentencia Sumaria por 

Prescripción. Alegaron que cuando se presentó la Demanda, habían 

transcurrido 367 días desde la ocurrencia del accidente, y que, por 

lo tanto, la causa de acción de los demandantes había prescrito. Los 

demandantes se opusieron alegando que, bajo lo establecido en la 

Regla 68.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 68.1, sobre la 

extensión de términos que recaían en días de fines de semana o 

feriados, la Demanda se había presentado dentro del término legal 

correspondiente.  

Mediante Sentencia del 26 de septiembre de 2019, el TPI 

declaró Ha Lugar la solicitud de sentencia sumaria. Adujo que la 

parte demandante había aceptado la fecha de ocurrencia del 

accidente, la fecha de presentación de la demanda, la naturaleza de 

la causa de acción incoada, y no refutó el hecho de que no se había 

presentado una reclamación extrajudicial previo a la presentación 

de la Demanda. Determinó que los demandantes tenían hasta el 

sábado, 15 de septiembre de 2018, para haber presentado su 

reclamación, y que el Sistema Unificado de Manejo y Administración 

de Casos (SUMAC) permite la presentación de documentos los siete 

(7) días de la semana.  

Luego de los demandantes haber presentado una 

Reconsideración, y posteriormente las partes haber presentado otros 

documentos en relación con ello, el TPI declaró Sin Lugar la 

Reconsideración presentada. No conforme, los apelantes acuden 

ante este Tribunal de Apelaciones y nos plantean la comisión de los 

siguientes señalamientos de error:  
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Primer Error: Erró el Tribunal de Primera Instancia al 
desestimar el caso por prescripción. 

Segundo Error: Erró el Tribunal de Primera Instancia al no 
aplicar las disposiciones de la Regla 68.1 de Procedimiento 
Civil, interpretando que el sistema SUMAC la derogó.   

El 3 de enero de 2020, los apelados presentaron su Alegato en 

Oposición a Apelación. Con el beneficio de los escritos de las partes 

y el expediente ante nos, estamos en posición de resolver.  

II. 

 El Artículo 1868 de nuestro Código Civil, 31 LPRA sec. 5298, 

dispone que la acción de daños y perjuicios que se origina del 

Artículo 1802 del Código Civil, 31 LPRA sec. 541, tiene un periodo 

prescriptivo de un (1) año. La prescripción tiene como propósito 

“evitar la incertidumbre de las relaciones jurídicas y castigar la 

inacción en el ejercicio de los derechos, ya que el transcurso del 

período de tiempo establecido por ley, sin que el titular del derecho 

lo reclame, da lugar a una presunción legal de abandono”. García 

Pérez v. Corp. Serv. De la Mujer, 174 DPR 138, 147 (2008); Santos 

de García v. Banco Popular, 172 DPR 759, 766 (2007); Galib Frangie 

v. El Vocero de PR, 138 DPR 560, 566 (1995). Además, brinda 

estabilidad económica y social en relaciones bilaterales, para así 

evitar el que una persona quede eternamente expuesta a la 

presentación de una acción o reclamación judicial. Cintrón v. ELA, 

127 DPR 582, 588 (1990). 

El Artículo 1830 de nuestro Código Civil establece que la 

prescripción extingue derechos y acciones de cualquier clase. 31 

LPRA sec. 5241. A tenor con ello, la prescripción acarrea la 

desestimación de cualquier demanda presentada fuera del término 

previsto para ello. Umpierre Biascoechea v. Banco Popular, 170 DPR 

205, 213 (2007); Maldonado v. Russe, 153 DPR 342, 347 (2001). De 

este modo, la prescripción extintiva estimula el ejercicio rápido de 

las acciones, lo cual ha llevado a nuestro Tribunal Supremo a 
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reiterar la importancia de que una acción por daños y perjuicios se 

presente dentro del término prescriptivo de un (1) año.  

En nuestro ordenamiento jurídico rige la teoría cognoscitiva 

del daño, donde, según el Artículo 1869 de nuestro Código Civil, 31 

LPRA sec. 5299, el término prescriptivo de un (1) año para presentar 

una causa de acción de daños y perjuicios se computa desde el 

momento en que la víctima tiene conocimiento del daño y está en 

condiciones de ejercer la correspondiente acción. Rivera Ruiz v. Mun. 

de Ponce, 196 DPR 410, 416 (2016).  

En cuanto al cómputo de los términos prescriptivos como el 

aludido, la Regla 68.1 de Procedimiento Civil establece lo siguiente:  

En el cómputo de cualquier término concedido por estas 
reglas, o por orden del tribunal o por cualquier estatuto 
aplicable, no se contará el día en que se realice el acto, 
evento o incumplimiento después del cual el término fijado 
empieza a transcurrir. El último día del término así 
computado se incluirá siempre que no sea sábado, 
domingo ni día de fiesta legal, extendiéndose entonces el 
plazo hasta el fin del próximo día que no sea sábado, 

domingo ni día legalmente feriado. También podrá 
suspenderse o extenderse cualquier término por causa 
justificada cuando el Tribunal Supremo de Puerto Rico lo 
decrete mediante resolución. Cuando el plazo concedido sea 
menor de siete (7) días, los sábados, domingos o días de fiesta 
legal intermedios se excluirán del cómputo. Medio día feriado 
se considerará como feriado en su totalidad.   32 LPRA Ap. 
V, R. 68.1 (énfasis suplido).  

 Asimismo, el Artículo 388 de nuestro Código Político establece 

que, al computar un término prescrito por ley, “se computará 

excluyendo el primer día e incluyendo el último, a menos que éste 

sea día de fiesta, en cuyo caso será también excluido”. 1 LPRA sec. 

72. El Artículo 389 del Código Político también dispone que 

“[c]uando algún acto haya de ejecutarse bajo la ley o en virtud de 

contrato en un día señalado, y tal día ocurriere en día de fiesta, 

dicho acto podrá realizarse en el próximo día de trabajo, teniendo el 

mismo efecto que si se hubiera realizado en el día señalado”. 1 LPRA 

sec. 73.  
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Aplicando lo resuelto en Márquez et al. v. Jta. Ins. de 

Elecciones, 41 DPR 1 (1930), sobre el alcance del Artículo 388 del 

Código Político, nuestro Tribunal Supremo ha indicado que:   

[e]s evidente la intención del legislador con respecto a la 
consideración de los días feriados; en ellos no se puede 
realizar válida y eficazmente otros actos que los que de 
manera expresa hayan sido señalados por la ley; los demás 
deben transferirse o posponerse, y el mismo artículo 388 que 
señalamos, les da eficacia cuando se llevan a cabo en el día 
siguiente, lo mismo que si lo hubieran sido en el día 
señalado. Hernández Lozano v. Shering Plough, 159 DPR 
367, 373 (2003). 

III. 

En el caso que nos ocupa, los apelantes plantean la comisión 

de dos (2) errores por parte del TPI, los cuales discutiremos 

conjuntamente. En síntesis, alegan que el TPI erró al desestimar su 

causa de acción por haber encontrado que estaba prescrita, y que 

también incidió al no aplicar lo dispuesto por la Regla 68.1 de 

Procedimiento Civil, supra. Sostienen que el término prescriptivo de 

su causa de acción vencía un sábado, por lo que, conforme a la ley, 

la Demanda se radicó el lunes siguiente por este ser el próximo día 

hábil. Arguyen que la Regla 68.1 de Procedimiento Civil, supra, no 

fue derogada por la implementación de SUMAC, y que dicha regla 

dispone expresamente que los términos legales no se computan 

desde el día de ocurrencia del evento ocurrido, sino desde el día 

siguiente. Asimismo, enfatizan que la referida Regla dispone que el 

último día del término a computarse se incluirá siempre que no sea 

sábado, domingo o día feriado, en cuyo caso se extenderá el plazo 

hasta el próximo día hábil o de trabajo. En fin, señalan que no existe 

controversia en cuanto a que el accidente ocurrió el 15 de 

septiembre de 2017, por lo que la causa de acción hubiese prescrito 

el 15 de septiembre de 2018. Pero por dicha fecha ser un sábado, 

los apelantes tenían hasta el próximo día hábil, entiéndase el lunes, 

para presentar la Demanda. 
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Por su parte, los apelados arguyen que el TPI no erró al dictar 

sentencia sumaria a su favor. Sostienen que la prescripción 

constituye un derecho sustantivo que acarrea la desestimación de 

cualquier demanda presentada fuera del término establecido por ley, 

y que el Artículo 1868 del Código Civil, supra, es claro en cuanto al 

término de un (1) año para presentar cualquier reclamación por 

daños y perjuicios. Arguyen que las Reglas de Procedimiento Civil se 

activan una vez el proceso judicial ha comenzado, y que no hay 

margen para disponer que la Regla 68.1 de Procedimiento Civil, 

supra, altera el término prescriptivo dispuesto por ley. Los apelados 

reconocen que SUMAC no derogó la Regla 68.1 de Procedimiento 

Civil, supra, o la manera y forma en que se computan los términos 

legales, pero alegan que el sistema vence el impedimento de que 

anteriormente no se podía presentar un documento en días de fin 

de semana o feriados. Por lo tanto, sostienen que el punto de partida 

para computar el término prescriptivo fue el día en que ocurrió el 

accidente, el 15 de septiembre de 2017; y que tenían hasta el 

sábado, 15 de septiembre de 2018, para presentar su reclamación. 

La sentencia sumaria es un mecanismo procesal 

extraordinario y discrecional, que tiene el propósito de facilitar la 

solución justa y rápida de los litigios y casos civiles que no presenten 

controversias genuinas de hechos materiales y que, por lo tanto, no 

ameritan la celebración de una vista en su fondo. Ramos Pérez v. 

Univisión, 178 DPR 200, 213 (2010); Reyes Sánchez v. Eaton 

Electrical, 189 DPR 586, 594 (2013). Se trata de un mecanismo para 

aligerar la tramitación de un caso, cuando de los documentos que 

acompañan la solicitud surge que no existe disputa sobre algún 

hecho material y lo que procede es la aplicación del derecho. Ramos 

Pérez v. Univisión, supra, pág. 214. 

Según surge del expediente, no existe controversia en cuanto 

a que el accidente que dio origen a la reclamación de los apelantes 
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ocurrió el 15 de septiembre de 2017. De acuerdo dispuesto por el 

Artículo 1868 de nuestro Código Civil, supra, los apelantes tenían el 

término de un (1) año para ejercer su causa de acción por daños 

desde que supieron de la ocurrencia del daño y pudieron ejercitarla. 

Tampoco existe controversia en cuanto a que el término exacto de 

un (1) año desde el 15 de septiembre de 2017, vencía el 15 de 

septiembre de 2018, que era un sábado.  

La Regla 68.1 de Procedimiento Civil, supra, dispone la 

manera en que se computarán los términos legales, incluyendo el 

término para presentar una reclamación civil por daños y perjuicios. 

La misma establece que la fecha de vencimiento de un término que 

recae sobre un sábado, domingo, o día feriado, se extiende al 

próximo día hábil o de trabajo. Ello será aplicable al cómputo de 

cualquier término concedido por tales reglas, a órdenes del tribunal 

o a cualquier estatuto aplicable. Según indicamos anteriormente, 

similar disposición se establece en los Artículos 388 y 389 de 

nuestro Código Político, supra. 

Contrario a lo que los apelados pretenden plantear, la Regla 

68.1 de Procedimiento Civil, supra, no altera el término prescriptivo 

establecido mediante el Artículo 1868 del Código Civil, supra, sino 

que provee las herramientas para poder computarlo 

adecuadamente. Asimismo, el hecho de que la implementación de 

SUMAC permitiese que se presentaran documentos ante un TPI los 

siete (7) días de la semana, de ninguna manera altera o deroga lo 

dispuesto por nuestro ordenamiento en cuanto al cómputo de los 

términos legales. Ello fue reconocido por el TPI en la Sentencia 

apelada, al hacer alusión a la Regla XV de las Directrices 

Administrativas para la Presentación y Radicación Electrónica de 

Documentos Mediante el Sistema Unificado de Manejo y 
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Administración de Casos2, para indicar que el hecho de que se podía 

presentar escritos ante el TPI todos los días de la semana “no 

alterará el cómputo de términos conforme lo establecido en la Regla 

68 de Procedimiento Civil ni en el ordenamiento jurídico. El 

cómputo de los términos continuará efectuándose conforme a 

las reglas y leyes vigentes”.3 Por lo tanto, no podemos colegir que, 

a la luz de la implementación de SUMAC, se obvie lo establecido por 

el ordenamiento en cuanto al cómputo de los términos legales. En 

todo caso, la implementación de SUMAC lo que ha provisto es más 

oportunidades para que las partes que participen de un proceso 

judicial cumplan con los términos establecidos.  

En el presente caso, el término prescriptivo de un (1) año para 

los apelantes presentar su reclamación vencía un sábado, 15 de 

septiembre de 2018. Por tanto, conforme al derecho aplicable, los 

apelantes tenían hasta el próximo día hábil- lunes, 17 de septiembre 

de 2018- para presentar su reclamación. En vista de lo anterior, 

concluimos que el TPI erró en derecho al dictar sentencia sumaria y 

decretar que la causa de acción de los apelantes estaba prescrita. 

Por lo tanto, procede la revocación de la Sentencia apelada. 

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, se revoca la Sentencia 

apelada, y se ordena la continuación de los procedimientos. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís   

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
2 Aprobadas el 10 de enero de 2014 (OAJP-2013-173) y enmendadas el 2 de marzo 

de 2017 (OAJ-2017-14). 
3 Énfasis en el original.  


